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CIUDADANOS DIPUTADOS:
            
En uso de los propósitos  fundamentales ineludible de nuestro Gobierno, es el de establecer salvaguardas eficaces para la protección de los Derechos Humanos, ya que su plena vigencia es el supuesto necesario fundamentales que caracterizan a un régimen democrático que debemos conservar y perfeccionar, dado que entendemos Derechos Humanos y democracia, como fenómenos interdependientes, al ser indispensable la libertad para el correcto ejercicio de  la democracia y el Poder Democrático para garantizar la existencia y persistencia de las libertades y derechos fundamentales.


Con la finalidad de darle sustento legal en Jalisco a tan importantes derechos, el Ejecutivo a mi cargo, solicitó la colaboración de destacados  especialistas en la materia, y creó una Comisión integrada por los Ciudadanos Licenciado Efraín González Morfín, Doctor José Barragán Barragán, Ingeniero Miguel Bazdresch Parada, Licenciado Pedro vargas Avalos y Licenciado Jesús Villalobos Pérez, quienes a más del reconocimiento que tienen en su campo profesional, se suma su preocupación e interés en el problema relativo a los Derechos Humanos; el propósito fundamental que estudiarán y analizarán las reformas necesarias a nuestro Ordenamiento Jurídico, a fin de proponer los mecanismos legales idóneos para brindar una adecuada  respuesta a las violaciones a los Derechos Humanos que se produzcan en la Entidad, teniendo en cuenta y con el  propósito de cumplir lo preceptuado en el apartado B del artículo 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prevé la creación de Organismos Estatales de protección de los Derechos Humanos.



Concluidos los trabajos de dicha Comisión, nos fueron entregadas dos diferentes propuestas: la primera, redactada por los Ciudadanos Licenciado Efraín González Morfín, Ingeniero Miguel  Badresch Parada y doctor José Barragán Barragán; y la segunda, elaborada por los Licenciados Pedro Vargas Avalos y Jesús Villalobos Pérez.

La Primera no solamente se ocupa del fundamento jurídico que daría vida al  Ombudsman Local, sino que también incluye otras cuatro propuestas relativas a la inclusión de una declaración sobre Derechos Humanos en el texto constitucional, la promulgación de una Ley de Amparo, así como la creación de un Tribunal Constitucional y la incorporación de un defensor del pueblo que estaría adscrito al Poder Judicial del Estado de Jalisco.


Sin duda alguna, las iniciativas contenidas en este proyecto expresan la legítima preocupación de modificar situaciones jurídicas que afecten a los  Derechos Humanos, y buscan perfeccionar  los mecanismos de procuración y administración de justicia; sin embargo, por su contenido y trascendencia, éstos deben discutirse más ampliamente.

En esta vertiente, puede ser precisamente el Organismo que en esta Iniciativa se propone crear, denominado “Comisión Estatal de Derechos Humanos”, el que promueva, coordine y canalice estas inquietudes planteando las reformas o adiciones precisamente con la facultad que en ambos proyectos se reconoce al Ombudsman para promover ante las instancias competentes cambios legislativos en tan significativa materia.

Por lo que se refiere a la propuesta específica para la creación del Ombudsman en términos del apartado B del artículo 102 constitucional, es importante hacer notar que los elementos básicos de la Institución son agotados en esencia satisfactoriamente en ambos propuestas.


El segundo de los proyectos formula entre otras cuestiones, una exposición sobre; los objetivos, procedimientos, características y alcances de las resoluciones del Organismo; los recursos de queja e impugnación; precisa que los actos de autoridad deben tener como base  la oportunidad y la razonabilidad; menciona la fe pública de que gozarán con motivo del ejercicio de sus funciones el Presidente de la Comisión y otros Funcionarios, otorgándoles inmunidad al igual que a los miembros de su Consejo en cuanto a las opiniones y actos que con tal motivo formulen, lo que fortalece su autonomía.


Los proyectos analizados coinciden en sustentar el aspecto jurídico procesal en los principios de inmediatez, concentración y rapidez.


La comparación de los dos esquemas normativos propuestos nos lleva a considerar los elementos comunes o de coincidencia en ambos proyectos y que se refieren a la creación del Ombudsman en los términos del precepto constitucional, antes invocado, toda vez que implican una armonización con nuestro  actual sistema jurídico pues desarrollan los límites y posibilidades de la Institución, de acuerdo con la experiencia que sobre la misma ha podido constituirse en nuestra realidad jurídica y política.


La protección de los derechos e intereses de los ciudadanos, entraña para el Estado una seria responsabilidad, pues servir con honestidad, eficacia y buen trato a la comunidad constituye un deber insoslayable.


Dados los problemas que la gestión administrativa implica, existe un consenso generalizado de la necesidad de implementar otras acciones que coadyuven a garantizar la preservación, restauración y mejoramiento de la misma, que superen y resuelvan la problemática actual. Para la realización de tales propósitos, se propone la creación de una Institución que canalice eficientemente las quejas e inconformidades de los ciudadanos, a través de un procedimiento breve y expedito que conduzca a la solución de tales reclamos.


Las acciones que se proponen a través de esta Iniciativa, permitirán darle a la Comisión de referencia, para que pueda actuar cuando considere que se están realizando actividades arbitrarias e injustas , bien por incapacidad, negligencia, e inclusive, por faltas de honestidad; su trabajo ayudará a superar los sentimientos de  frustración y la falta de credibilidad hacia la frustración y la falta de credibilidad hacia las Instituciones Públicas, ofreciéndole al ciudadano un instrumento gratuito, sencillo y rápido, que le garantice seguridad jurídica.


La propuesta para crear la citada Comisión en el Estado, es un testimonio de la voluntad gubernamental en el sentido de que pueden y deben buscarse soluciones institucionales a uno de los problemas fundamentales que se plantea en cualquier sistema democrático, que es la posibilidad de  garantizar a los ciudadanos el acceso oportuno y eficaz a la justicia en el ámbito de su competencia.


En este orden de ideas, el respeto a las garantías individuales y la satisfacción de los derechos sociales y políticos, son condiciones necesarias para el ejercicio pleno de la soberanía, que es la base del estado de derecho fundado en nuestra Constitución.


Ciertamente que no basta un orden jurídico, ni siquiera el mejor elaborado, si se carece de ordenamientos legales que protejan con eficacia los Derechos Humanos.


Por ende, cualquier esfuerzo a favor de ellos, debe comenzar por quienes asumimos la misión oficial de respetarlos y ampararlos.


Somos concientes de que en el ejercicio del Poder Público, este debe estar limitado por la Ley, por el principio de la soberanía popular, por la división de poderes prevista tanto en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuanto en la Local, y por el respeto irrestricto a los Derechos Humanos.


Por ello, es necesario instituir mecanismos para que la sociedad se exprese y se pronuncie respecto de la actuación de los funcionarios, e impulsar así una mayor conciencia de los  límites del  poder de la autoridad y de la dignidad inviolable del ser humano.

La honestidad, objetiva y fecunda actuación de los servidores públicos, es la mayor protección que puede otorgarse a los derechos fundamentales de la persona humana.


Todo servidor público debe corresponder a la dignidad trascendental de su misión con acendrada responsabilidad, con elevada actitud de conciencia, ilustrado criterio, limpieza de juicio y honradez ejemplar.


En este contexto, se presenta a la elevada consideración de Ustedes, Ciudadanos Diputados Secretarios, y por su digno conducto, a esa H. Soberanía Popular, la presente Iniciativa para la creación de la Comisión Estatal de Derechos Humanos, reconociendo con ello nuevas demandas de la sociedad, dando respuesta puntual a sus necesidades, vigorizando así los canales de expresión.


Por lo que cumplir implica reformas profundas y duraderas, acciones  viables que respondan al deseo de los ciudadanos y preserven la unidad interna, la estabilidad política y social,  y el respeto por la dignidad humana.


Es por ello que en la constante búsqueda del respeto a los derechos fundamentales del hombre y en el empeño por la preservación de un Estado de derecho, surge en el ámbito federal la reforma comprendida por el Primer Mandatario de la Nación, con el propósito de estatuir al más alto nivel normativo la existencia y funcionamiento de instituciones que en los diferentes  Organos de Gobierno  coadyuven a la promoción y preservación del respeto a los Derechos Humanos y la protección de su ejercicio pleno. Lo que trajo consigo la reforma al artículo 102, para incluir un apartado B, en nuestra Carta Fundamental.

Así tenemos que, la Comisión Nacional de Derechos Humanos, creada en el mes de junio de 1990. concebida como una Institución para dar cauce a la participación activa de la sociedad  en la identificación  y denuncia de los actos de las autoridades que violen los Derechos Humanos, se eleva en 1991 a rango constitucional.


En tales condiciones, considero que es el momento de redoblar esfuerzos, para vigorizar las relaciones entre el Estado y la sociedad, alentando la participación y organización de la comunidad en la corresponsabilidad de los derechos fundamentales del hombre.


Ahora bien, la diversidad de intereses y de ideas en la sociedad nos conduce a buscar fórmulas para proteger los derechos y evitar arbitrariedades o prepotencias de aquellos que aluden que defienden otros intereses cuando en realidad defienden los particulares.


No podemos quedarnos al margen de las transformaciones que vive y seguirá viviendo nuestra sociedad. Con el firme propósito de respeto a la dignidad de toda persona y a la de las propia sociedad jalisciense y acorde a la tarea continuadora del Presidente de la Nación, en un acto que demuestra el respeto irrestricto al federalismo existente en Jalisco, someto a su respetable consideración el que se realicen reformas y adiciones a los artículos 4°, 23, 25, 49 y 50 de la Constitución Política del Estado,  a efecto de que conjuntamente, con estas nuevas bases constitucionales y en los términos de la Iniciativa de la Ley Reglamentaria de la Comisión, misma que por separado remito, se establezca en Jalisco, la Comisión Estatal de Derechos Humanos, en respuesta a la demanda planteada por la ciudadanía de contar con un Organismo que le tutele en sus quejas por las violaciones a sus derechos que cometan los servidores públicos estatales y municipales.

En la Iniciativa, se proponen varias reformas, tanto al primer párrafo cuando a las fracciones I y II del artículo 4° de la Constitución Política Local, para precisar como derechos de los  individuos que se encuentren dentro del territorio del Estado, los que sobre el particular se enuncian en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.


En efecto, si examinamos la denominación del Capítulo Tercero del Título Primero, de nuestra Constitución Política Local y lo relacionamos con el primer párrafo del texto vigente del numeral último en  cita, llegamos a la conclusión que es limitativo en cuanto a considerar que únicamente son objeto de la tutela constitucional los habitantes del Estado, lo que se considera injustificado y por ende, en congruencia con la preocupación de la Administración a mi cargo, de hacer extensivos tales derechos a otras personas, se propone el cambio de la denominación del Capítulo aludido, así como del primer párrafo del precepto legal. 

Por esa razón, se somete a la elevada consideración de esa H. Soberanía, que tal Capítulo se denomine “De los Derechos de los Individuos en el Estado”, y por lo tanto, que el primer párrafo sea reformado para precisar que los derechos a que alude el referido articulado 4°, sean para las personas que se  encuentran en la Entidad.


De la misma manera, se propone la reforma a la fracción I del referido articulado, dado que su redacción vigente se estima que es limitativa, habida cuenta que en nuestra Carta Fundamental, además de los Capítulos y artículos que se indican en dicha fracción, existen otros numerales de la propia Constitución Federal en los que se enuncian derechos de distinta naturaleza que benefician a todo individuo, con las limitaciones que en materia política se imponen a los extranjeros.


Por otra parte, la reforma pretende enriquecer el texto vigente, para incluir que también serán materia de reconocimiento constitucional, los Derechos Humanos contenidos en la Declaración Universal que sobre este particular proclamó la Asamblea General de las Naciones Unidas, así como en los tratados, Convenciones o Acuerdos Internacionales, que al haber sido ratificados por el Senado de la República, son Ley Suprema.


En ese orden de ideas, se propone la reforma de la fracción II del mismo numeral, para darle base constitucional a la Comisión Estatal de Derechos Humanos, como un órgano de plena autonomía, con personalidad jurídica y patrimonio propio, de carácter permanente, que conocerá de quejas en contra de actos u omisiones de índole administrativa provenientes de  cualquier autoridad o servidor público estatal o municipal que viole estos derechos.


Se otorga a tal comisión, la facultad de formular recomendaciones públicas autónomas, señalándose que no serán vinculatorias, y que tendrá facultad para presentar denuncias y quejas ante la autoridad respectiva.


Dentro de las reformas propuestas, se impone la obligación a todas las autoridades estatales o municipales, de hacer del conocimiento de la mencionada Comisión cualquier violación a los Derechos Humanos.


Se concede facultad al organismo, para Iniciar de oficio o a petición de parte agraviada, el procedimiento para la investigación de las violaciones a los Derechos Humanos, así como para que promueva ante las autoridades competentes, modificaciones al sistema jurídico estatal o municipal, que redunden en una mejor protección y defensa de dichos derechos.


Igualmente, se establece que en la Ley reglamentaria se indicarán los requisitos y el procedimiento que debe observarse en la designación del Presidente y de los Consejeros Ciudadanos de la misma Comisión.


Dentro de las modificaciones a tal numeral, claramente se indica que en la realización y cumplimiento de sus funciones, así como en la  integración, atribuciones, organización y competencia, se estará a lo que establezca el Ordenamiento que lo reglamente, sin más restricciones que las señaladas en el artículo 102 apartado B de la Constitución Política  de los Estados Unidos Mexicanos  

Congruentemente con el espíritu que anima la esencia de un Organismo de esta naturaleza, así como en acatamiento a lo dispuesto en el artículo mencionado en el párrafo que antecede, con toda claridad se señala que este Organismos no será competente tratándose de asuntos electorales, laborales y jurisdiccionales.


Con el propósito fundamental de fortalecer a esta Institución, se considera prioritario el que constitucionalmente se establezca su  permanencia; ya que de esta manera se consolida su independencia, proporcionado un arbitraje imparcial entre los individuos y las administraciones estatal o municipales, con amplios poderes de investigación en cuestiones administrativas, en la inteligencia, que a su vez, dicho Organo estará obligado a informar a la  sociedad en general sobre el resultado de sus recomendaciones y en forma periódica del resultado de  sus funciones.

En lo que se refiere a las adiciones que se proponen a los artículos 23 y 25 de la constitución Política Local, tienden a señalar que para el nombramiento del Presidente y Consejeros Ciudadanos del mencionado Organismo, se faculta al Titular del Poder Ejecutivo del Estado para formularlos y que se requerirá de la aprobación de esa H. Soberanía mediante el voto favorable de las dos terceras partes de los Diputados presentes, así como de que tal aceptación o rechazo deberá darse dentro del improrrogable término de diez días.


De igual forma, se propone la adición de una fracción VIII, del artículo 25 de la propia Constitución Política  para otorgar facultades a la Diputación Permanente, a efecto de que provisionalmente haga las designaciones de quienes se desempeñarán como Presidente y Consejeros Ciudadanos, en la inteligencia que tales propuestas deberán someterse a la aprobación definitiva de la Legislatura en el período ordinario inmediato de sesiones.


Por otra parte, es necesario modificar los artículos 49 y 50 de la Constitución Local, para señalar que dicho Presidente sólo será sujeto de juicio político, y que para proceder penalmente en su contra se requiere el cumplimiento de los requisitos que establece el numeral mencionado en último término, dada la importancia y trascendencia de la función que desempeñará.


Por lo antes expuesto, y con fundamento en los artículos 16 fracción II de la Constitución Política; 1°, 2°, 19, 20, 21 y 22 de la Ley Orgánica del Poder Ejecutivo, ambos Ordenamientos de esta Entidad Federativa, someto a la consideración de esa H. Soberanía, la siguiente.


INICIATIVA DE REFORMAS Y ADICIONES A LOS ARTICULOS 4|, 23, 25, 49 Y 50 DE LA CONSTITUCION POLITICA DEL ESTADO.

